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SALA DE CASACIÓN SOCIAL
Ponencia del Magistrado Dr. JUAN RAFAEL PERDOMO

El ciudadano GONZALO FRANCHESCHI AYALA, representado por los abogados Jorge Benshimol, William Benshimol, Laura Benshimol, y Nayadet Mogollón, demandó a la sociedad mercantil BANCO DE VENEZUELA, S.A.C.A, representada por los abogados Henrique Iribarren, Ybette de Valdés, Enrique Itriago, Alfredo de Armas, Pedro Uriola e Ignacio Hellmund, por diferencia en el cobro de prestaciones sociales y otros beneficios derivados de la relación de trabajo, ante el Juzgado Sexto de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas.

El Juzgado Superior Tercero Accidental del Trabajo de la citada Circunscripción Judicial, conociendo como Tribunal de Reenvío, dictó sentencia definitiva el día 30 de junio de 2000, en la cual declaró con lugar la demanda, confirmando la decisión apelada.

El apoderado de la demandada formalizó el recurso de casación anunciado oportunamente. Hubo contestación a la formalización, réplica y contrarréplica. 

 

Recibido el expediente se dio cuenta en Sala y en fecha 5 de octubre de 2000, el Magistrado Dr. Juan Rafael Perdomo fue designado ponente. Ante la inhibición del Magistrado Doctor Omar Mora Díaz, en fecha 9 de noviembre de 2000 se constituyó la Sala Accidental con el Magistrado Doctor Juan Rafael Perdomo como Presidente, el Magistrado Doctor Alberto Martini Urdaneta como Vicepresidente, y con el Primer Conjuez de la Sala, Doctor Omar García Valentiner. En fecha 20 de diciembre de 2000, la Asamblea Nacional, designó como integrante de la Sala de Casación Social al Magistrado Doctor Alfonso Valbuena C., en sustitución del Magistrado Dr. Alberto Martini Urdaneta. Por auto de fecha 14 de febrero de 2001, fue incorporado en esta Sala Accidental el Magistrado Dr. Alfonso Valbuena C., quedando la misma constituida de la siguiente manera.

Cumplidos los trámites de sustanciación, y siendo la oportunidad para decidir, lo hace esta Sala, previas las siguientes consideraciones: 
- I - 

CUESTIÓN DE PREVIO PRONUNCIAMIENTO

Es criterio de esta Sala que, con vista de las disposiciones de la nueva Constitución, por aplicación del principio finalista y en acatamiento a la orden de evitar reposiciones inútiles, no se declarará la nulidad de la sentencia recurrida si la deficiencia concreta que la afecta, no impide determinar el alcance subjetivo u objetivo de la cosa juzgada, no hace imposible su eventual ejecución o no viola el derecho de las partes a una justa resolución de la controversia.

En ese orden de ideas, la decisión de la Sala deberá considerar en forma previa el fundamento de lo decidido por la Alzada, para determinar si las denuncias que se formulan son capaces de alterarlo, o si impiden por omisión de pronunciamiento o de fundamentos, el control de la legalidad; y antes de declarar la nulidad del fallo por defectos en su forma intrínseca, será necesario examinar si el mismo, a pesar de la deficiencia, alcanzó su fin, el cual no es otro que resolver la controversia con fuerza de cosa juzgada, posibilidad de ejecución y suficiente garantía para las partes.

Por otra parte, la Constitución vigente da prioridad a la resolución de la controversia, en tanto que el artículo 320 del Código de Procedimiento Civil, privilegia la resolución de las cuestiones de forma, al establecer en su segundo aparte lo siguiente:

“Si al decidir el recurso la Corte Suprema de Justicia encontrare una infracción de las descritas en el ordinal 1º del artículo 313, se abstendrá de conocer las otras denuncias de infracción formuladas, y decretará la nulidad y reposición de la causa al estado que considere necesario para restablecer el orden jurídico infringido. Igual abstención hará cuando declare con lugar una infracción que afecte una interlocutoria que haya producido un gravamen no reparado en la definitiva.”

Dada la contradicción de esta disposición legal con los principios constitucionales que ordenan no sacrificar la justicia por la omisión de formalidades no esenciales, a obtener una justicia expedita, sin dilaciones indebidas, sin formalismos o reposiciones inútiles, establecidas en los artículos 26, 257, 334 y 335 de la Carta Magna, en acatamiento del deber, también constitucional, de aplicar con preferencia las disposiciones y principios constitucionales y garantizar su supremacía y efectividad, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 20 del Código de Procedimiento Civil, la Sala desaplica la regla legal del artículo 320 eiusdem, que obliga a resolver, en primer término y en forma excluyente, el recurso de forma, para asumir la función de determinar, en cada caso concreto, cuál es el orden de decisión que mejor sirve a los fines de hacer efectiva justicia.

- II -
FUNDAMENTO DE LO DECIDIDO POR LA ALZADA
 


La sentencia impugnada fundamentó su dispositivo en las siguientes razones: 

 

“No discuten las partes, que el demandante prestó servicios a la demandada durante el lapso que indica el libelo. Y la discrepancia estriba en la remuneración que devengaba aquel, pues mientras en el libelo se sostiene que el actor recibía una cantidad adicional en dólares de los Estados Unidos de América ($ U.S.A.), la parte demandada niega este hecho, …”.

 

(…) 

 

“17.- En cuanto al cuadro, marcado “E”, que se acompañó a la demanda y ocupa los folios 13 y 14 de la 1ª pieza del expediente, se lo aprecia positivamente y como prueba de las remuneraciones que, en dólares, percibía, y recibía el demandante mientras estuvo como Gerente y Agente del Banco de Venezuela en la ciudad de Nueva York, (…) Es de advertir que el recaudo marcado “E” fue nuevamente producido con el escrito de promoción, con la marca “B” y ocupa los folios 121 y 122 de la 1ª pieza del expediente.”

 

“Este Tribunal aprecia que si bien los recaudos “E” y “B” emana de la Vicepresidencia del Banco de Venezuela Internacional, concuerda en un todo con el documento que cursa al folio 10 y la comunicación que marcada “C” se anexó a la demanda (…). Por eso, además de Gerente y Agente de la Agencia del Banco de Venezuela en Nueva York, el demandante fue nombrado Presidente del Banco de Venezuela Internacional indicando la comunicación que el sueldo en dólares, por el primer año, era de $ 180.000,00 por lo cual se aprecia positivamente y se le otorga pleno valor probatorio a esta declaración del Banco de Venezuela Internacional; y aun cuando la firmante no era empleada del Banco de Venezuela demandado, por las circunstancias de corroborar y reiterar lo dicho en la comunicación que ocupa los folios 11 y 120, respectivamente, de la 1ª pieza del expediente, la remuneración percibida en dólares por el demandante mientras ejerció la gerencia y la Agencia del propio Banco demandado, y así se declara.”

 

- III - 

DENUNCIA POR ERROR DE JUZGAMIENTO 

 

Con fundamento en el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, la parte formalizante denuncia la infracción por parte de la recurrida, por errónea interpretación del artículo 108, parágrafo primero, literal a), de la Ley Orgánica del Trabajo promulgada el 20 de noviembre de 1990, y vigente al momento de extinguirse la relación de trabajo el 31 de octubre de 1994. 

Alega la parte recurrente que el Tribunal de alzada dio una errada interpretación al literal a), parágrafo primero del artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo vigente al momento de la culminación de la relación de trabajo, pues, dispuso que los intereses que devengó la cantidad que por concepto de indemnización de antigüedad el patrono depositó en una cuenta abierta a nombre del trabajador en su propia contabilidad, debían ser calculados en su integridad a la rata que para este concepto fijó el Banco Central de Venezuela para el mes de octubre de 1994 (mes en que terminó la relación de trabajo), obviando que dicha tasa es variable y que por tanto el cálculo debía hacerse considerando todas las tasas que hayan sido fijadas por el órgano emisor durante todo el tiempo que deban calcularse tales intereses.

Para decidir, la Sala observa: 

La recurrida ordena pagar la cantidad de ciento sesenta y un millones ochocientos ochenta y seis mil seiscientos cuarenta y un bolívares con cincuenta y nueve céntimos (Bs. 161.886.641,59) por concepto de los intereses causados por la cantidad que por antigüedad devengó el demandante durante el tiempo que duró la relación de trabajo y calculados a la rata del 45% mensual el mes de octubre de 1994 que es la tasa fijada para el mes de octubre de 1994. 

Tal decisión implica una violación de lo dispuesto en el artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo, concretamente en su parágrafo primero, literal a), que prescribía que la indemnización (hoy conceptualizada como “prestación”) que correspondía al trabajador debía ser depositada cada año en una cuenta abierta a nombre del trabajador en la contabilidad de la empresa a ser depositada, devengando un interés no menor a la tasa que al efecto fijare el Banco Central de Venezuela.

De dicha norma no se desprendía directamente que las tasas de interés fijadas por el ente emisor fuesen variables; no obstante, las tasas, que debían ser fijadas de acuerdo a las circunstancias de la economía nacional, efectivamente variaron y por tanto los intereses que devengaron las cantidades depositadas también variaron.

Por tanto, una correcta interpretación de la norma implica que las tasas con las cuales deben calcularse los intereses que devengaron las cantidades depositadas por concepto de antigüedad y que el patrono debe pagar, debe hacerse conforme a las diferentes tasas que para cada momento de la relación de trabajo fijó el Banco Central de Venezuela y no con la vigente para el momento de terminación de la relación de trabajo como dispuso la recurrida. 

Por las razones antes expuestas, se declara con lugar la presente denuncia. 
- IV - 

DENUNCIA POR ERROR DE JUZGAMIENTO 

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 313, ordinal 2º, del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 320 eiusdem, la parte recurrente denuncia la violación, por falta de aplicación del artículo 431 del Código de Procedimiento Civil.

Alega la formalizante que la recurrida dio valor probatorio a una documental emanada del Banco de Venezuela Internacional, ente distinto del demandado Banco de Venezuela y por tanto un tercero ajeno a la controversia, y sin que dicha documental fuera ratificada mediante prueba de testigos.

Para decidir, la Sala observa:

El documento emanado de personas que no son parte en el juicio no tiene el carácter de prueba instrumental, sino que más bien contiene la testimonial de sus signatarios, que sólo puede ser apreciada cuando se le promueva y evacué en la oportunidad y con las formalidades que la ley prevé para la prueba de testigos.

El Juez de la recurrida valoró un documento otorgado por ante una Notaría Pública del Estado de Florida, Estados Unidos de América, el 21 de noviembre de 1994 y emanado del Banco de Venezuela Internacional, en fecha 21 de noviembre de 1994 y en la cual se indica la remuneración percibida por el actor durante sus años de servicios para tal ente financiero. Tal valoración la hizo sin constar que dicho instrumento fuera ratificado mediante la prueba testimonial y fue adminiculado con otras pruebas para determinar el salario que devengó el actor durante los años 1990, 1991, 1992, 1993 y 1994, como Gerente y Agente del Banco de Venezuela en la ciudad de Nueva York. 

Considera la Sala que una vez que el tribunal de Alzada establece que el Banco de Venezuela Internacional “…resulta extraño y ajeno a este litigio por tratarse de persona jurídica distinta del demandado” (folio 70 de la segunda pieza, página 4 del fallo impugnado), ha debido verificar si la ciudadana Silvia Coutinho (quien suscribe el documento) o un representante de tal Banco, ratificaron el documento en cuestión y al comprobar que ello no fue así, desecharlo por haber sido aportado irregularmente a los autos. 

Por tanto, cuando el Juez de la recurrida valoró la prueba quebrantó por falta de aplicación el dispositivo del artículo 431 del Código de Procedimiento Civil. Tal infracción es relevante pues como ya se advirtió con la indebida valoración de la prueba documental, la recurrida estableció los montos de sueldos en dólares del actor durante los años 1990, 1991, 1992, 1993 y 1994, cuya negativa y rechazo es uno de los puntos esenciales de la controversia. 

Por las razones antes expuestas, se declara con lugar la presente denuncia. 

- IV - 

DENUNCIA POR ERROR DE JUZGAMIENTO 

De conformidad con lo previsto en el artículo 313, ordinal 2º, del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 320 eiusdem, la parte formalizante denuncia la infracción por parte de la recurrida de los artículos 12 del mismo Código adjetivo y 1.404 del Código Civil.

Señala la parte recurrente que el Juez de la alzada quebrantó el artículo 1.404 de Código Civil, al dividir en su perjuicio la confesión contenida en el acuerdo de pagar "doble" las indemnizaciones laborales correspondientes al actor y que implicaba un pago total de ocho millones quinientos cuarenta y tres mil seiscientos cincuenta bolívares con veinte céntimos (Bs. 8.543.650,20).

A criterio de la parte demandada formalizante, significa dividir la confesión el tenerla a ella por confesa en cuanto al convenio de pagar "doble" las indemnizaciones correspondientes y no aceptar dentro de tal convenio que la intención fue que tal pago "doble" se limitaba al monto pagado admitiendo a su vez la posibilidad de pago doble de la cantidad total reclamada en la presente demanda por el actor. 

Para decidir, la Sala observa:

En el texto del fallo recurrido no se indica que se establece el pago doble de las indemnizaciones de las cuales el trabajador es acreedor al terminar la relación de trabajo por haberlo confesado así el demandado o desprenderse ello de una declaración suya, sino que constaba en autos "…que el demandante fue liquidado "doble" con base en la remuneración de DOS MILLONES OCHOCIENTOS SESENTA MIL EXACTOS (Bs. 2.860.000,00) anuales,…" sin indicar como estableció la recurrida tal circunstancia. 

Si bien la anterior es una actitud censurable de la Alzada, ello no implica una división de la confesión, puesto que la misma no se ha invocado y por tanto debe desestimarse la presente denuncia. 

DECISIÓN

 

Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara CON LUGAR el recurso de casación anunciado y formalizado por la demandada BANCO DE VENEZUELA S.A.C.A., contra la sentencia de fecha 30 de junio de 2000, dictada por el Juzgado Superior Tercero Accidental del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, en consecuencia se casa el fallo recurrido y se ordena al Juzgado Superior que resulte competente dictar   nueva   sentencia   acogiendo   la  doctrina   asentada  en   el presente fallo. 

Publíquese y regístrese. Remítase el expediente al Juzgado Superior Tercero Accidental del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, a los fines legales consiguientes, de conformidad con lo previsto en el artículo 326 del Código de Procedimiento Civil.


Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación   Social  (Accidental) del   Tribunal  Supremo   de  Justicia,   en  Caracas, a los veintidós (22) días del mes de marzo  de dos mil uno. Años: 190° de la Independencia y 142° de la Federación.

 

El Presidente de la Sala  y Ponente,

 

 

_____________________________

JUAN RAFAEL PERDOMO

     El Vicepresidente,

 

 

___________________________

    ALFONSO VALBUENA C.

 


       Conjuez,

 

 

               __________________________

 




       OMAR GARCÍA VALENTINER

 

 

La Secretaria,

 

 

_________________________

BIRMA I. TREJO DE ROMERO
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